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JHON WILLY CARMONA MORENO  






Asunto: RESPUESTA A CONSULTA RADICADO No. E-2021-79908 del 
14/03/2021. FUNCIONES SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN Y CONSEJOS 
DIRECTIVOS COLEGIOS OFICIALES. 
 
Respetado señor Carmona: 
 
De conformidad con su consulta del asunto, la Oficina Asesora Jurídica procederá a emitir 
concepto, de acuerdo con sus funciones establecidas en los literales A y B1 del artículo 8 
del Decreto Distrital 330 de 2008, y en los términos del artículo 28 del CPACA, sustituido 
por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, según el cual, por regla general, los conceptos 
emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del 
derecho a formular consultas, no son de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 
1. Consulta jurídica. 
 
Previamente le precisamos que, esta Oficina Asesora Jurídica (OAJ) no resuelve casos 
concretos, por ende, no define derechos, no asigna obligaciones y tampoco establece 
responsabilidades; sino que emite conceptos jurídicos, entendidos como respuestas a 
consultas claras, concretas y precisas en forma de pregunta sobre un punto materia de 
cuestionamiento, duda o desacuerdo que ofrezca la interpretación, alcance y/o aplicación 
de una norma jurídica o la resolución de una situación fáctica genérica relacionada con el 
sector educativo. 
 
Bajo ese entendido, su consulta ha sido sintetizada así: 
 
La solicitud se estructura con una serie de hechos relacionados con la emergencia sanitaria 
generada por la pandemia COVID-19 y las medidas tomadas por el Gobierno Nacional y 
Distrital para, en medio de la crisis, garantizar el Derecho a la Educación. Frente a estas 
circunstancias se formulan una serie de interrogantes con relación a la prestación del 
 
1 “Artículo 8º. Oficina Asesora de Jurídica. Son funciones de la Oficina Asesora de Jurídica las siguientes: 
A. Asesorar y apoyar en materia jurídica al Despacho del Secretario y demás dependencias de la SED. 
B. Conceptuar sobre los asuntos de carácter jurídico que le sean consultados por las dependencias de la SED y 
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servicio y el funcionamiento de los establecimientos educativos, para que esta oficina 
exprese su opinión. 
 
Frente a la prestación del servicio de educación: 
 
“1. Considera la oficina jurídica de la SED que la Secretaria de Educación del 
Distrito ha dejado de prestar el servicio educativo?  
2. Según la respuesta anterior, considera la oficina jurídica de la SED que los 
docentes del sector oficial pueden ser investigados por abandono de cargo o 
se les inicie un proceso disciplinario al prestar el servicio educativo mediante la 
estrategia Aprender en Casa?  
3. Quién ordena, como servidor público, la prestación del servicio educativo en 
el distrito capital?” 
 
B. Frente al funcionamiento de un establecimiento educativo 
 
“4. Cuál es la diferencia legal y administrativa frente a competencias legales, 
respecto a la administración del servicio educativo por parte de la SED y el 
funcionamiento de un establecimiento educativo específico por parte del 
Consejo Directivo?  
5. Puede un servidor público de la SED ordenar la modificación del PEI de una 
institución sin contar con el aval del Consejo Directivo?  
6. Puede un servidor público de una Dirección Local de Educación ordenar la 
modificación del PEI de una institución sin contar con el aval del Consejo 
Directivo?  
7. Puede un servidor público Directivo Docente Rector ordenar la modificación 
del PEI de una institución sin contar con el aval del Consejo Directivo?  
8. Puede un servidor público Directivo Docente Coordinador ordenar la 
modificación del PEI de una institución sin contar con el aval del Consejo 
Directivo? 
9. Frente a la emergencia generada por el covid 19 puede un servidor público 
de mayor jerarquía, secretaria de Educación, Director Local, Rector, ordenar la 
reapertura a la presencialidad de una establecimiento educativo sin contar con 
el aval del respectivo Consejo Directivo de la Institución?  
10. Si la decisión se impone por orden de la SED, la Dirección Local o la 
Rectoría, éste servidor público asume todas las responsabilidades de carácter 
civil, administrativo, penal frente a un posible contagio, alguna investigación o 
queja por parte de algún miembro de la Comunidad educativa?  
11. Como interpreta su oficina el artículo 144 de la Ley 115/94 en lo referente 
a la autonomía escolar y el papel del Consejo Directivo del establecimiento 
frente a su funcionamiento, en virtud que son los miembros de la Comunidad 
Educativa quienes conocen su contexto?  
12. En qué posibles actuaciones administrativas incurre un servidor público del 
sector educación al amenazar a otro servidor público del sector educación con 
procesos disciplinarios al ordenar la prestación del servicio educativo de 
manera presencial sin contar con la aprobación del Consejo Directivo?  
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13. Puede un Directivo Docente Rector o Coordinador modificar el PEI de un 
establecimiento en medio de la emergencia sanitaria?  
14. Puede un Directivo Docente Rector o Coordinador modificar el PEI de un 
establecimiento en medio de la emergencia sanitaria en su componente 
curricular sin contar con el aval del Consejo Directivo? 15. Puede un miembro 
del Consejo Directivo de los diferentes estamentos escolares, votar a título 
personal, es decir, sin tener actas y soportes de la consulta de su decisión en 
el momento de la votación de una situación en el Consejo Directivo?” 
 
Por otra parte, frente a los hechos incorporados en su consulta esta Oficina no se 
pronunciará porque no tiene la competencia para ello y, adicionalmente, porque en 
concepto de ésta tales hechos son simplemente apreciaciones personales del consultante. 
 
En ese orden de ideas procedemos a emitir concepto, en los siguientes términos: 
 
2. Marco Normativo 
  
2.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA  
 
“Artículo 6o. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por 
infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma 





Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que 
tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la 
ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. 
 
La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a 
la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el 
mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. 
 
El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será 
obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como 
mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica. 
 
La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del 
cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. 
 
Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de 
la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines 
y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar 
el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones 
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La Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, financiación 
y administración de los servicios educativos estatales, en los términos que 
señalen la Constitución y la ley.” 
 
2.2. LEY 115 DE 1994. “Por la cual se expide la ley general de educación” 
 
“ARTÍCULO 77. AUTONOMÍA ESCOLAR. Dentro de los límites fijados por la 
presente ley y el proyecto educativo institucional, las instituciones de educación 
formal gozan de autonomía para organizar las áreas fundamentales de 
conocimientos definidas para cada nivel, introducir asignaturas optativas dentro 
de las áreas establecidas en la ley, adaptar algunas áreas a las necesidades y 
características regionales, adoptar métodos de enseñanza y organizar 
actividades formativas, culturales y deportivas, dentro de los lineamientos que 




ARTÍCULO 144. FUNCIONES DEL CONSEJO DIRECTIVO. Las funciones del 
consejo Directivo serán las siguientes: 
 
a) Tomar las decisiones que afecten el funcionamiento de la institución y que 
no sean competencia de otra autoridad; 
(…) 
ñ) Darse su propio reglamento.” 
 
2.3. LEY 734 DE 2002. “Por la cual se expide el Código Disciplinario Único” 
 
“Artículo 13. Culpabilidad. En materia disciplinaria queda proscrita toda forma 
de responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o 
culpa.”  
 
2.4. LEY 1952 DE 2019. “Por la cual se expide el Código General Disciplinario, se 
derogan la Ley 734 de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, 
relacionadas con el derecho disciplinario.” 
 
“ARTÍCULO 10. CULPABILIDAD. En materia disciplinaria solo se podrá 
imponer sanción por conductas realizadas con culpabilidad. Las conductas solo 
son sancionables a título de dolo o culpa. Queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva.” 
 
2.5. DECRETO NACIONAL 1075 DE 2015. “Por medio del cual se expide el Decreto 
Único Reglamentario del Sector Educación” 
 
“Artículo 2.3.3.1.4.2. Adopción del proyecto educativo institucional. Cada 
establecimiento educativo goza de autonomía para formular, adoptar y poner 
en práctica su propio proyecto educativo institucional sin más limitaciones que 
las definidas por la ley y este Capítulo. 
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3. Las modificaciones. Las modificaciones al proyecto educativo institucional 
podrán ser solicitadas al rector por cualquiera de los estamentos de la 
comunidad educativa. Este procederá a someterlas a discusión de los demás 
estamentos y concluida esta etapa, el consejo Directivo procederá a decidir 




Artículo 2.3.3.1.5.6. Funciones del Consejo Directivo. Las funciones del 
Consejo Directivo de los establecimientos educativos serán las siguientes:  
   
(…) 
   
p) Darse su propio reglamento.” 
 
2.6. DECRETO DISTRITAL 330 DE 2008. “Por el cual se determinan los objetivos, la 
estructura, y las funciones de la Secretaría de Educación del Distrito, y se dictan otras 
disposiciones 
 
“Artículo 2º. Objeto. La Secretaría de Educación del Distrito como organismo 
del Sector Central y cabeza del sector educativo, tiene por objeto orientar y 
liderar la formulación y ejecución de políticas, planes y programas para 
garantizar el derecho a la educación y asegurar a la población el acceso al 
conocimiento y la formación integral. 
 
Artículo 3º Funciones. Corresponde a la Secretaría de Educación del Distrito 
ejercer de conformidad con el Decreto Ley 1421 de 1993, el Acuerdo 257 de 
2006, y con las políticas y metas fijadas por el Plan de Desarrollo Distrital y el 




B. Desarrollar estrategias que garanticen el acceso y permanencia de los niños, 
niñas y jóvenes en el sistema educativo, así como la pertinencia, calidad y 
equidad de la educación en sus diferentes formas, niveles y modalidades.” 
 
3. RESPUESTA A LA CONSULTA PRESENTADA 
 
Teniendo en cuenta el marco normativo anterior, damos respuesta a su consulta de la 
siguiente manera: 
 
Pregunta: “1. Considera la oficina jurídica de la SED que la Secretaria de Educación del 
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Respuesta: De conformidad con lo dispuesto en el literal B del artículo 8 del Decreto 330 
de 2008, es competencia de la Oficina Asesora Jurídica: “Conceptuar sobre los asuntos de 
carácter jurídico que le sean consultados por las dependencias de la SED y apoyarlas en 
la resolución de recursos.”; por lo tanto, dado que lo expresado por el peticionario en su 
pregunta No. 1 no comporta la solicitud de interpretar, de forma general y en abstracto, una 
determinada situación o disposición jurídica, o la aplicación de alguna normativa, sino la 
emisión de una opinión, esta Oficina dentro del ámbito de su competencia, no emite 
opiniones.  
 
Pregunta: “2. Según la respuesta anterior, considera la oficina jurídica de la SED que los 
docentes del sector oficial pueden ser investigados por abandono de cargo o se les inicie 
un proceso disciplinario al prestar el servicio educativo mediante la estrategia Aprender en 
Casa?”  
 
Respuesta: La responsabilidad como figura jurídica para derivar efectos sancionatorios, no 
es de carácter objetivo, sino que se circunscribe al ámbito del comportamiento personal, 
así que no le corresponde a esta Oficina determinarla en forma genérica u objetiva. 
 
Efectivamente, el artículo 13 la Ley 734 de 2002  establece que en materia disciplinaria está 
proscrita toda forma de responsabilidad objetiva; por su parte, el artículo 10 de la Ley 1952 
de 2019 (Nuevo Código General Disciplinario), que entrará a regir a partir del 1º de julio de 
2021, ratifica este principio. 
 
Por lo anteriormente dispuesto, la responsabilidad disciplinaria está comprendida dentro del 
ámbito individual de cada servidor público; por lo tanto, un determinado servidor estará 
inmerso en ésta siempre y cuando se determine que, con la conducta desplegada por él, 
se configuraron los elementos objetivos y subjetivos definidos en las disposiciones 
normativas que tipifican las conductas sancionables disciplinariamente. 
 
Por lo tanto, la valoración solicitada por el peticionario le corresponderá, en cada caso 
particular, establecerla a la instancia disciplinaria correspondiente. 
 
Pregunta: “3. Quién ordena, como servidor público, la prestación del servicio educativo en 




Desde el artículo 67 de la Constitución Nacional, la educación es concebida como un 
derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social y con ella se 
busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores 
de la cultura. 
 
Igualmente, esta disposición señala que la educación es una responsabilidad del Estado, 
la familia y la sociedad. 
 
La Secretaría de Educación del Distrito, de conformidad con el artículo 2º del Decreto 
Distrital 330 de 2008, modificado por el artículo 8 del Decreto 593 de 2017, es el ente rector 
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público encargado de garantizar la prestación efectiva y eficaz de la educación dentro del 
territorio del Distrito Capital y, en esta medida, le corresponde a ésta adoptar todas las 
políticas, planes y programas que tienen como objetivo principal garantizar este derecho. 
 
Asimismo, el literal B de artículo 3 del citado Decreto, modificado por el artículo 8 del 
Decreto Distrital 593 de 2017 establece que también es responsabilidad de la Secretaría de 
Educación del Distrito el desarrollo de estrategias para garantizar el acceso y permanencia 
de los niños, niñas y jóvenes en el sistema educativo y; por desarrollo de esta competencia, 
con ocasión de la pandemia derivada del COVID 19, en forma temporal y extraordinaria, 
implementó la estrategia de “Aprende en casa” y, posteriormente, conociéndose los últimos 
desarrollos investigativos y las recomendaciones de las autoridades de salud sobre la 
materia, siguiendo los lineamientos trazados por el Gobierno Nacional, ha dispuesto a 
través de las diferentes circulares expedidas, el retorno a clases presenciales de manera 
gradual, progresiva y segura en las instituciones educativas del Distrito Capital. 
 
Por otra parte, los servidores públicos, en ejercicio de sus funciones, están sujetos al 
cumplimiento de las normas que regulan dicha condición adquirida por su vinculación con 
el Estado.  
 
De conformidad con el artículo 6° de la Constitución Política, los servidores públicos son 
responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
 
En atención a lo anterior, como primera medida, es importante destacar que el 
ordenamiento jurídico vigente comprende la constitución, las leyes y, a su vez, las 
manifestaciones de voluntad de la administración que se consignan en los actos 
administrativos expedidos y debidamente publicados y/o notificados (tales como 
resoluciones, directivas y/ circulares), disposiciones que son de obligatorio cumplimiento 
para los destinatarios o sujetos pasivos de las mismas. 
 
En ese orden de ideas, sólo por circunstancias excepcionales, que están claramente 
definidas legalmente, un servidor público puede sustraerse válidamente del cumplimiento 
de sus funciones inherentes a su cargo. 
 
Por lo tanto, la orden de prestación del servicio educativo en el Distrito Capital para los 
servidores públicos deviene del ejercicio propio de sus funciones y del acatamiento al 
ordenamiento jurídico que organiza, define y garantiza la prestación de este derecho 
fundamental. 
 
Pregunta: “4. Cuál es la diferencia legal y administrativa frente a competencias legales, 
respecto a la administración del servicio educativo por parte de la SED y el funcionamiento 
de un establecimiento educativo específico por parte del Consejo Directivo?” 
 
Entendemos de la anterior pregunta que se solicita la diferenciación entre las competencias 
asignadas a la SED frente a la competencia asignadas a los gobiernos escolares de cada 
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Como se expresó en la respuesta a pregunta No. 3, corresponde a la Secretaría de 
Educación del Distrito garantizar la prestación del servicio de educación en el territorio del 
Distrito Capital, para lo cual adopta las políticas, planes y programas que tienen como 
objetivo principal garantizar este derecho y vigilar la calidad de la prestación de este servicio 
público. 
 
Respecto de los gobiernos escolares y el alcance de las competencias asignadas a estos, 
consideramos oportuno hacer alusión al artículo 77 de la Ley 115 de 1994, el cual hace 
referencia al concepto de autonomía escolar, en los siguientes términos:  
 
“Artículo 77. Autonomía Escolar: Dentro de los límites fijados por la presente 
ley y el proyecto educativo institucional, las instituciones de educación formal 
gozan de autonomía para organizar las áreas fundamentales de conocimiento 
definidas para cada nivel, introducir asignaturas optativas dentro de las áreas 
establecidas en la Ley, adoptar algunas áreas a las necesidades y 
características regionales, adoptar métodos de enseñanza y organizar 
actividades formativas, culturales y deportivas, dentro de los lineamientos que 
establezca el Ministerio de Educación Nacional.”  
 
A su vez el artículo 2.3.3.1.5.6. del Decreto Nacional 1075 de 2015, establece: “Funciones 
del Consejo Directivo. funciones del Consejo Directivo los establecimientos educativos 
serán siguientes: 
 
“a) Tomar las decisiones que afecten el funcionamiento de la institución, 
excepto las que sean competencia de otra autoridad, (…)” (el resaltado es 
nuestro).  
 
Con relación a la autonomía de las instituciones educativas, la Corte Constitucional se ha 
pronunciado respecto de las limitaciones de ésta en los siguientes términos: 
 
“Con respecto a esta materia, lo primero sea señalar que la Constitución 
concede autonomía a las instituciones educativas, aunque ésta dista de ser 
absoluta, tal y como lo precisó expresamente la sentencia T 243 de 1999, que 
dijo al respecto: 
 
"La tarea educativa debe partir del supuesto de su finalidad netamente humana, 
en cuanto el objetivo primordial de la educación es la formación de la persona, 
titular de un ámbito propio de libertad que debe respetarse. La misión y el deber 
de los educadores, conforme a la Constitución, es la de formar a la persona en 
los principios, valores y reglas de vida que garanticen las condiciones propicias 
para su desenvolvimiento posterior en la sociedad, sin invadir ese espacio de 
libertad. En este sentido, la jurisprudencia constitucional es clara en señalar, 
que la autonomía de que gozan los planteles educativos no es absoluta, pues 
esa discrecionalidad está limitada por la Constitución y la ley, además de que 
ser su naturaleza compleja en la medida que implica la cohabitación de 
derechos, los cuales en cuanto sean derechos fundamentales, no pueden ser 
afectados en su núcleo esencial." 
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Conforme a reiterada doctrina constitucional, la autonomía que asiste a las 
instituciones educativas no es absoluta, sino que se encuentra limitada por los 
fines y propósitos constitucionales de la educación. Por demás, dicha 
autonomía se encuentra sujeta al control del Estado a través de los organismos 
de control y vigilancia cuya tarea es garantizar que tal autonomía conduzca a 
la realización efectiva de los cometidos socialmente encomendados, 
reconocidos y demandados de los procesos educativos y pedagógicos que se 
dan al interior de las instituciones educativas.”2 
 
Con base en el citado precedente judicial se puede concluir que, si bien existe un escenario 
de autonomía de los establecimientos educativos, éste no puede ser entendido como la 
facultad ilimitada de adopción de medidas o disposiciones, contrarias al ordenamiento 
jurídico. Indudablemente, las decisiones adoptadas por los órganos del Gobierno Escolar 
deben estar acordes con los mandatos superiores existentes que regulan el derecho a la 
educación, las normas que rigen en materia de salubridad y orden público que adopten las 
autoridades nacionales o distritales competentes, las cuales, si bien se han venido 
modificando y flexibilizando, no por ello dejan de tener la relevancia y obligatoriedad propia 
de las disposiciones legales. 
 
En esa medida, las decisiones que adopten los Gobiernos Escolares (Rector, Consejo 
Directivo, Consejos Académicos) siempre deben ir en concordancia con el escenario 
normativo que parte desde la Constitución y se desarrolla posteriormente en la Ley 115 de 
1994 y sus decretos reglamentarios, teniendo que cuenta que estos plantean que el 
derecho a la educación y la prestación de este servicio, están basados en la presencialidad 
de las clases, como regla general.  
 
Pregunta: “5. Puede un servidor público de la SED ordenar la modificación del PEI de una 
institución sin contar con el aval del Consejo Directivo?” 
 
Respuesta: El numeral 3 del artículo 2.3.3.1.4.2. del Decreto Nacional 1075 de 2015 
(Decreto Único Reglamentario del Sector Educación - DURSE), establece el procedimiento 
que debe cumplirse para las modificaciones al Proyecto Educativo Institucional.   
 
Las modificaciones al Proyecto Educativo Institucional (PEI) mismo pueden ser solicitadas 
al rector por cualquiera de los estamentos de la comunidad educativa. El rector deberá 
someter a discusión el proyecto de modificación del PEI a los demás estamentos de la 
comunidad educativa, finalizada dicha discusión, le corresponde al Consejo Directivo 
decidir sobre dicha propuesta, previa consulta al Consejo Académico. 
 
Si bien es cierto que las instituciones educativas, tanto oficiales como privadas, poseen 
autonomía para adoptar o modificar sus Proyectos Educativos Institucionales – PEI – esta 
autonomía está supeditada al acatamiento de la Constitución Política, la Ley, los decretos 
reglamentarios y demás actos administrativos e instrucciones impartidas por la autoridades 
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del orden nacional y, en el caso del Distrito Capital, los lineamientos, programas, proyectos 
e instrucciones impartidas por la Alcaldía Mayor y la Secretaría de Educación del Distrito. 
 
En conclusión, las modificaciones a los PEI de las instituciones educativas deben cumplir 
con el procedimiento mencionado y le corresponde adoptarlo al Consejo Directivo. 
 
Pregunta: “6. Puede un servidor público de una Dirección Local de Educación ordenar la 
modificación del PEI de una institución sin contar con el aval del Consejo Directivo?”  
 
Respuesta: Le solicitamos remitirse a la respuesta dada a la pregunta anterior. 
 
Pregunta: “7. Puede un servidor público Directivo Docente Rector ordenar la modificación 
del PEI de una institución sin contar con el aval del Consejo Directivo?” 
 
Respuesta: Le solicitamos remitirse a la respuesta dada a la pregunta No. 5. 
 
Pregunta: “8. Puede un servidor público Directivo Docente Coordinador ordenar la 
modificación del PEI de una institución sin contar con el aval del Consejo Directivo?” 
 
Respuesta: Le solicitamos remitirse a la respuesta dada a la pregunta No. 5. 
 
Pregunta: “9. Frente a la emergencia generada por el covid 19 puede un servidor público 
de mayor jerarquía, secretaria de Educación, Director Local, Rector, ordenar la reapertura 
a la presencialidad de una establecimiento educativo sin contar con el aval del respectivo 




Sea lo primero aclarar que, la educación en Colombia se encuentra regulada desde un 
concepto de presencialidad en las instituciones educativas, bien sean del Estado o bien 
sean particulares, dado que se concibe, que estos establecimientos son espacios 
apropiados para lograr plenamente los objetivos del desarrollo integral del individuo, tanto 
a nivel personal como un ser social y cultural, perteneciente a una comunidad determinada. 
 
Ahora bien, nuevamente resaltamos que las medidas adoptadas con ocasión de la 
pandemia son de carácter temporal y transitorio, y se constituyen en medidas 
excepcionales, sin que por ello se desvirtúe la esencia de la presencialidad de la educación 
en Colombia.  
 
Las lineamientos e instrucciones especiales que deben seguirse para la reapertura gradual, 
progresiva y segura (R-GPS) a las clases presenciales en las instituciones educativas de 
carácter oficial están contenidas en las circulares 001, 003 y 004 expedidas por la 
Secretaría de Educación Distrital. Estas circulares fueron expedidas por esta Secretaría en 
ejercicio de las funciones normativamente atribuidas, en especial las contenidas en los 
artículo 2 y 3 del Decreto 330 de 2008, siguiendo para el efecto los lineamientos y directrices 
impartidas por el Gobierno Nacional, Ministerio de Educación Nacional y Ministerio de Salud 
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y Protección Social, teniendo siempre como propósito garantizar en forma permanente el 
derecho fundamental a la educación de los niños, niñas y adolescentes del Distrito Capital. 
 
Por otra parte, es importante reseñar que el artículo 144 establece en el literal a) del artículo 
144 de la Ley 115 de 1994 que es competencia del Consejo Directivo de una institución 
educativa tomar las decisiones que afecten el funcionamiento de ésta y que no sean 
competencia de otra autoridad. 
 
Como se ha venido expresando a lo largo de este concepto, los consejos directivos de las 
instituciones educativas, como instancia de gobierno escolar, gozan de autonomía 
educativa, supedita ésta al acatamiento de las normas, lineamientos e instrucciones de las 
entidades gubernamentales que tienen a su cargo la definición de las políticas estrategias 
para la prestación del servicio educativo; por lo tanto, en el marco de la estrategia de retorno 
a la presencialidad de las clases de forma gradual, progresiva y segura, le corresponde a 
estas instancias de gobierno educativo tomar las medidas para que dicho retorno sea 
efectivo y real, siguiendo los lineamientos impartidos, tanto a nivel nacional como a nivel 
local, para estos propósitos; y, adicionalmente, asegurándose de la protección del derecho 
a la salud de los miembros de la comunidad, como directivos, docentes y estudiantes, entre 
otros; para lo cual, al interior de sus instituciones a su cargo, deberán procurar la adopción 
de las medidas sanitarias exigidas por las autoridades de salud, tales como: la 
implementación de los protocolos de bioseguridad y la promoción de medidas de 
autocuidado como el distanciamiento social, el uso de tapabocas, el lavado permanente de 
manos, aforos, entre otras. 
 
En ese orden de ideas, corresponde a los consejos directivos tomar las medidas tendientes 
a garantizar el retorno a la presencialidad de las clases, verificando y asegurándose que en 
la institución educativa a su cargo se cumplan con las condiciones establecidas por las 
autoridades competentes; y, si como resultado de dicha verificación se establece que se 
presentan las condiciones para el retorno a clases presenciales, disponer dicho retorno. 
 
Pregunta: “10. Si la decisión se impone por orden de la SED, la Dirección Local o la 
Rectoría, éste servidor público asume todas las responsabilidades de carácter civil, 
administrativo, penal frente a un posible contagio, alguna investigación o queja por parte de 




Es necesario tener en cuenta que el proceso de Reapertura Gradual Progresiva y Segura 
ha sido cuidadosamente implementado después de efectuar múltiples análisis, no solo de 
las necesidades de la prestación del servicio educativo, sino también atendiendo las 
recomendaciones del sector salud, como lo hemos expresado, proceso en el cual se tienen 
en cuenta todas y cada una de las disposiciones relacionadas con los protocolos de 
bioseguridad y, en general, con la emergencia sanitaria. 
 
Por tanto, la implementación de las medidas y de los protocolos se ha efectuado, con base 
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Ante la “Nueva Realidad”, una institución educativa no puede operar como lo hacía antes 
de la pandemia, por ello, la reapertura es un proceso coordinado entre la comunidad 
educativa por medio de sus representantes en los órganos del gobierno escolar y las 
autoridades, con el cumplimiento de los protocolos señalados por los Ministerios de 
Educación Nacional y Salud y Protección Social y, por su puesto, por las entidades a nivel 
Distrital. 
 
Corresponderá a las instancias de los gobiernos de las instituciones educativas validar el 
cumplimiento de las condiciones impuestas por el gobierno nacional y distrital; y, en 
especial, las autoridades de salud y educación, y determinar, cuando estas se cumplan, el 
retorno gradual progresivo y seguro a las clases presenciales. Estará a cargo de toda la 
comunidad educativa (rectores, docentes, padres de familia y estudiantado) el cumplimiento 
de los protocolos de bioseguridad y la implementación de medidas de autocuidado. 
 
Con relación a los funcionarios públicos es importante mencionar que, corresponde a estos 
ejecutar tomar las medidas y ejecutar las acciones que correspondan, de acuerdo con las 
recomendaciones formuladas por las autoridades de salud, para efectos de que evitar que 
se presente situaciones y/o conductas que puedan generar un mayor riesgo de contagio de 
la enfermedad. 
 
Ahora bien, la responsabilidad como figura jurídica para derivar de ella efectos de 
características sancionatorias, no es de carácter objetivo, sino que se circunscribe al ámbito 
del comportamiento personal. De esta forma, no es posible determinarla de manera 
genérica, ni bajo supuestos.  
 
Las responsabilidades civiles, penales y disciplinarias reiteramos, abarcan el ámbito 
individual de cada servidor público, escenario en el cual estarán inmersos siempre y cuando 
se determine que se configuraron los elementos objetivos y subjetivos, así como en alguna 
de las causales tipificadas en cada escenario previsto por las diferentes normas. 
 
Adicionalmente se aclara que, el establecimiento de una responsabilidad de cualquier tipo, 
en primer lugar, tiene como presupuesto indispensable la existencia de una acción u 
omisión particular que genere un daño o afectación de un interes juridico determinado y la 
existencia de una relación de causalidad entre la acción u omisión claramente atribuible a 
alguien y se establezca que el daño o afectación son causados como consecuencia directa 
de la conducta desplegada por el sujeto. 
 
Precisamente todas las medidas de bioseguridad adoptadas dentro de los protocolos, que 
dan cumplimiento a las normas que sobre el particular han sido expedidas por las 
autoridades de Salud, tienden a la protección de la salud y de la vida en el desarrollo de las 
diferentes actividades educativas. 
 
Por lo tanto, si a nivel individual estos son acatados, se estaría cumpliendo con el deber de 
debido cuidado. 
 
Pregunta: “11. Como interpreta su oficina el artículo 144 de la Ley 115/94 en lo referente a 
la autonomía escolar y el papel del Consejo Directivo del establecimiento frente a su 
 
 
Av. Eldorado No. 66 – 63 
PBX: 324 10 00 Fax: 315 34 48 
Código postal: 111321 
www.educacionbogota.edu.co  
Información: Línea 195 
 
funcionamiento, en virtud que son los miembros de la Comunidad Educativa quienes 
conocen su contexto?” 
 
Respuesta: Le solicitamos remitirse a la respuesta dada a la pregunta No. 4. 
 
Pregunta: “12. En qué posibles actuaciones administrativas incurre un servidor público del 
sector educación al amenazar a otro servidor público del sector educación con procesos 
disciplinarios al ordenar la prestación del servicio educativo de manera presencial sin contar 
con la aprobación del Consejo Directivo?” 
 
Respuesta: Le solicitamos remitirse a la respuesta dada a la pregunta No. 2. 
 
Pregunta: “13. Puede un Directivo Docente Rector o Coordinador modificar el PEI de un 
establecimiento en medio de la emergencia sanitaria?” 
 
Respuesta: Ver la respuesta de la pregunta No. 5. 
 
Pregunta: “14. Puede un Directivo Docente Rector o Coordinador modificar el PEI de un 
establecimiento en medio de la emergencia sanitaria en su componente curricular sin contar 
con el aval del Consejo Directivo?” 
 
Respuesta: Ver la respuesta de la pregunta No. 5 y lo establecido en la Circular 3 del 2021 
expedida por la Secretaría de Educación sobre la flexibilización curricular . 
 
Pregunta: “15. Puede un miembro del Consejo Directivo de los diferentes estamentos 
escolares, votar a título personal, es decir, sin tener actas y soportes de la consulta de su 
decisión en el momento de la votación de una situación en el Consejo Directivo?” 
 
Respuesta: Conforme lo señalado el literal ñ) del artículo 144 de la Ley 115 de 1994 y el 
literal p) del artículo 2.3.3.1.5.6. del DURSE, es función del Consejo Directivo darse su 
propio reglamento, en el cual entre otros deberá establecer la forma de deliberar, por lo cual 
esta oficina le sugiere consultar dicho reglamento. 
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